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Acta N° 236 de mayo 18 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local y la Sala Administrativa  del Consejo Seccional de la Judicatura Risaralda
, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Risaralda y el Ministerio Público.

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acciones de tutela por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia.”, cuya protección deprecó; como consecuencia de ello, que se ordene al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad admitir de manera inmediata y dar trámite a las acciones populares radicadas allí con los número “2015-1210” y “2015-1217”, amparado en el artículo 18 de la ley 472 de 1998 y se ordene cumplir lo términos perentorios acorde con el artículo 5 de la ley 472 de 1998 y no se le permita sacar autos casi 4 meses después en vulneración del artículo 84 de esa misma legislación; se ordene al Consejo Seccional y/o Superior de la Judicatura, inicie las actuaciones en derecho, a las que haya lugar contra la tutelada y evitar que se repitan conductas como estas; se escanee copia de sus tutelas y del fallo a un correo electrónico; se anexen copias de estas tutelas a las acciones populares; se tramiten tutelas contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, para determinar si viola la Ley 734 de 2002, al negarse a impetrar tutelas a su nombre; se ordene al despacho judicial accionado aportar copias de todos los documentos que solicita como pruebas para que obren en estas tutelas; que aporte copias de todas las tutelas que han prosperado en su contra en la Corte Suprema de Justicia y en este Tribunal; se ordene aportar copias de las acciones de tutela a las acciones populares como prueba de la aparente mora judicial o renuencia. 
Narró, en resumen, que presentó acciones populares ante el despacho accionado, radicadas con los números “2015-1210” y “2015-1217”, las que fueron rechazadas por falta de requisitos que no le impone el artículo 18 de la Ley 472, sin tener en cuenta que este Tribunal ya le ha revocado en tutelas la postura de exigirle requisitos por encima de esa normativa; que es curiosa la postura de la tutela al no dar trámite preferente  a esta clase de asuntos, por lo que solicita al Consejo Superior y Seccional de la Judicatura en sus Salas Administrativas y Disciplinarias que consignen y aporten las decisiones que asumirán ante la renuencia y mora judicial en las acciones populares referidas, las que deberán aportar todas las solicitudes de vigilancias judiciales y administrativas como quejas que se hayan tramitado en cualquier tiempo contra la funcionaria.
Previa corrección, se dispuso dar trámite a las peticiones frente al juzgado y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, a la vez que se vinculó a la Defensoría del Pueblo de Risaralda y al Ministerio Público, y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Se dispuso como pruebas solicitar del despacho judicial demandado la remisión de copias de las diligencias relacionadas con el tema cuestionado, y de la Sala Administrativa, que informara si en relación con los libelos anunciados por el accionante se habían solicitado de manera específica vigilancias administrativas.

Luego, se pronunció de nuevo el accionante para solicitar la nulidad de lo actuado por no tener como demandada a la Defensora del Pueblo de Caldas y pidió la aplicación del “Auto 100” de la Corte Constitucional y fallar de manera integral la tutela.

La Procuradora Judicial Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. 
La Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, dio cuenta de la veracidad de las solicitudes de vigilancia administrativa solicitadas por el accionante sobre las acciones populares reseñadas, pero se inadmitieron porque no cumplían los requisitos legales, sin que a la fecha hubiese el actor acudido a sus correcciones; que de las confusas pretensiones del actor lo que se desprende en las búsqueda de que el juzgado tramite de manera inmediata y oficiosa sus acciones populares; que no existe un nexo causal entre los derechos presuntamente vulnerados y las acciones u omisiones de la Sala Administrativa; explicó cómo debe proceder algún interesado para efectos de que la entidad inicie la correspondiente vigilancia, pero el accionante no se ha allanado a realizarlas en debida forma y, por tanto, solicitó su desvinculación del presente asunto.

Por su parte, la titular del juzgado accionado remitió las copias de lo actuado dentro de cada una de los expedientes del caso e indicó que como las demandas, previas su inadmisión, no fueron corregidas, se rechazaron y luego se inadmitió un recurso de apelación presentado por el actor; que las últimas actuaciones se notificaron por estado el 3 de mayo, esto es, el mismo día de presentación de las acciones de tutela.

  



CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular. 

En el caso presente, Javier Elías Arias Idárraga, dirigió su reclamo contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que estima conculcados por dicha autoridad judicial, en esencia, al rechazar las acciones populares ya relacionadas con exigencias que no están contempladas dentro de los requisitos que para el evento contempla el artículo 18 de la Ley 472 de 1998.
   Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. 

Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración, entre otros, de los derechos fundamentales al debido proceso y a la debida administración de justicia; se agotaron los recursos ordinarios frente a cada posición decisión del juzgado; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante a la funcionaria, aquella incidiría en la decisión de fondo, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 



   



Es viable, en consecuencia, analizar si se da uno de esos supuestos especiales; para tal efecto, se recuerda lo siguiente: 

 



1. 
La acciones populares fueron presentadas el 20 de noviembre de 2015 frente a la Fundación Mundo de la Mujer, agencias de Neira (Caldas) y Santiago de Cali (Valle).

 



2.
El Juzgado Segundo Civil del Circuito las inadmitió con autos del 9 y 10 de diciembre. Con sustento en cinco puntos que dispuso que fueran corregidos en un término de tres (3) días (f. 82 y 90).
 



3. 
Contra esas resoluciones el actor popular presentó sendos recursos de reposición y en subsidio apelación, los cuales fueron rechazados y a la vez, se produjeron igualmente los rechazos de los libelos por no haber sido subsanados (f. 84 y 92), ello, con autos del primero (1º) de marzo último.
  



4. Enseguida, el interesado se alzó frente a esos proveídos (f. 85 y 93), pero dichas apelaciones fueron declaradas inadmisibles con autos del 2 de mayo de 2016, teniendo en cuenta que la Ley 472 de 1998 solo contempla esta clase de figura para las sentencias, y para los demás proveídos, como los atacados, procede el recurso de reposición. 

  



De este derrotero, y siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso y lo relacionado con los requisitos específicos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, puede decirse, de entrada, que se advierte la incursión en un defecto sustantivo. 

   



En efecto, se tiene que la negativa del juzgado de dar trámite al recurso de apelación que el accionante propuso contra cada uno de los proveídos que dispusieron el rechazo de sus demandas, con el argumento de que contra ellos solo cabe el de reposición, en vista de la taxatividad que consagra la especial Ley 472 de 1998, siendo ello cierto, no tuvo en cuenta la realidad procesal actual, que debe tenerse presente en casos estos. 
Para la Sala, ese proceder fue inadecuado, más allá de las explicaciones que blandió en su momento el Juzgado, y al margen, valga la pena acotarlo, de que conforme a lo prevenido por el inciso 4º del artículo 118 del C.G.P. “cuando se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del auto que resuelva el recurso”, a propósito de lo acontecido con los autos del 9 y 10 de diciembre de 2015, porque para lo que ahora nos atañe, se tiene que el parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso, reza:
  



“Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente.”
Así que, siguiendo lo prevenido por el artículo 36 de la Ley 472 de 1998, como lo explicó la funcionaria en sus últimos autos, contra cualquier auto dictado durante el trámite de la acción popular, procede el recurso de reposición, de manera que se llega a la conclusión de que el juzgado incurrió en el defecto anunciado, no por declarar inadmisibles los recursos de apelación elevados por el actor popular, sino por desconocer que si ellos no eran viables, pero sí lo era el de reposición, como tal debió darles trámite, sin perjuicio, claro está, de las nuevas decisiones que la cuestión amerite. 
 



En conclusión, se estima apropiado conceder el amparo deprecado, en virtud de lo cual se dejarán sin efectos los autos del dos (2) de mayo de 2016, proferidos en las acciones populares señaladas en esta demanda, para que un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda el Juzgado a dar el trámite que corresponde a los recursos interpuestos contra los autos que las rechazaron, teniendo presente las observaciones expuestas. 


  



Ahora, en lo que concierne a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, baste decir que, como bien lo explicó dicho ente, pese a que el actor formuló las solicitudes de rigor, las mismas no se ajustaron a las exigencias previstas para ello, lo que dio lugar a que se le requiriera para corregir los defectos, sin que hasta la fecha lo haya hecho. No hay forma, entonces, de colegir trasgresión alguna de su parte, pues obró conforme le correspondía y ha sido la misma desidia del accionante la que no ha generado un pronunciamiento de fondo en relación con las revisiones pedidas; en tal orden de ideas, la acción en su contra también se torna improcedente, pues, a su alcance cuenta con el remedio del caso para afianzar la gestión que espera de dicha entidad.

 



Estas razones, conducirán a declarar inadmisible el amparo elevado en su contra.




En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales.

 



Por infundadas, se negarán las demás peticiones elevadas y que se relacionan con aporte de copias a esta acción y a la acción popular.

  


 
En cuanto a la nueva solicitud presentada durante el trámite, visible a folio 10, se estárá a lo resuelto en auto del 4 de mayo último. 

  



Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte, vulneración alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia, reclamados por Javier Elías Arias Idárraga, frente al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad.
Como consecuencia de ello, se dejan sin efectos los autos del dos (2) de mayo de dos mil dieciséis (2016), proferidos por dicho despacho judicial, dentro de las acciones populares seguidas allí por el actor contra la Fundación de La Mujer, radicadas con los números 66001-31-03-002-2015-01217-00 y 66001-31-03-002-2015-01210-00.
  



Se ordena a la titular que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a dar el trámite que corresponde a los recursos interpuestos oportunamente contra los mencionados proveído, teniendo presente las observaciones aquí expuestas. 


Se niegan las demás pretensiones invocadas.

 



En cuanto a la solicitud visible a folio 10, se está a lo resuelto en auto del 4 de mayo último (f. 6 y 7). 

Se declara IMPROCEDENTE frente a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura.
Se absuelve a las entidades vinculadas de oficio al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

   DUBERNEY GRISALES HERRERA

                                             En uso de permiso
� Por falta de competencia se rechazó la demanda igualmente promovida  frente a la Defensoría del Pueblo de Caldas y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura.


� Sentencia C-543-92
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